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EXP. N.' 01572-2016-Pd/IC
LIMA
JORGE ALEJANDRO BALBOA
VERGAILA.

¿r)

b)

c)

d)

Rccürso dc agmvio co¡stitucional interpuesto por don Jorge Alejandro Balboa Vergara
contra ia rcsolución de fojas 129, dc 22 dc octubrc dc 2015, expedida por la Cuafta Sala
Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que decla¡ó improcedcnte su dcmanda de
amparo.

! U^-l),\NI¡lNl OS

Iln la sc¡tcncia cmitida en cl Expcdiente 00987 -2014-P A,/TC, publicada en el diario
olicial El P?ruuno el 29 dc agosto dc 2014, este Tribunal estableció, en cl
[undamenlo 49, con carácter de preccdente, quc se expedirá sentencia interlocutoria
dencgatoia. diotada sin úás trámite, cuando se presentc alguno de los siguientes
s!¡pucstos, quc igualmcnte está¡1 contenidos en el articulo I1 dcl Reglamenlo
Normalivo dcl l'ribunal Constitucional:

Carczca de fundamentación Ia supuesta vulneración quc se invoque.
La cuestión de Derccho contenida en el recuNo no sea de especial trasccndencia
conslitucional.
La cuestió dc Dc¡ccho invocada conhadiga un preccdcntc del Tribunal
Constilucional.

S},]NTENCIA IN'I'ERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. l5 dc octubrc dc 2018

Se ha dccidido de manera desestimatona cn casos susta¡cialmente igualcs

cscntc caso. cl rccurrcDte solicita la nulidad de todo lo actuado en el Droceso
subyacentc, asi como lo rcalizado a nivel prejurisdiccional; sin cmbargo, se ha

imila(k) ¿ (i) nanar una serie de hcchos ¡clacionados al presunto atentado co¡tra su

I

ASUNI'O

vida qL¡c ha qucdado impune realizado en las instalacioncs del sauna Cavin Spa
rn el que, scgún é1, sc eje(cc clandestinamente el mcrctricio ; asi como a (ii)

dcnunciar a un congrcsista y a un juez supremo --que incluso suscribió el auto que
decla¡ó inlundarlo el recurso de queja quc planteó en el proceso penal sübyaccnte ,
asi como a algunos policías a qüienes también denunció ante Ia inspectoría dc la
I'olicia Nacio¡al del l'eru (PNP) , por haber penr¡rbado el normal desarrollo tanto
dc la invcstigacióD prejurisdiccional como de la denuncia penal que inicialmentc
luera acogrda por la Décimo Octava Fiscalía Provincial Penal de Lima, y¿ que son
ar¡igos dcl düerlo del citado negocio a quien sindtca como presunto autor de Ia
lentativa de asesinato cn rcp¡esalia por haberlo denunciado ante Sedapal por hulto
de.rgua y aiiJuos concurrenrcs dcl mrsmo.
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3. In ofccto, cl recurrente no ha cumplido con especiñcar en quó consistiría la

agrcsión de su derecho constitucional que, según éJ, ha padecido a nivel
prcjurisdiccion¿l y e¡l el proceso pcna] subyacente. En realidad, denunoia de manera
genérica, una seric dc irrcgularidades, 1as mismas que ni siquiera ha acreditado.

,1. En todo caso, esta Sala Segunda del T¡ibunal Constitucional constata qul] cl
recurrente hizo uso dc los rccumos ordinarios y oxtraordinarios prcvistos en cl
ordenamiento juridico para impugnar las actuaciones prejurisdiccionalcs y
jurisdrccionales que, a su juicio, son irregülares; empero, mediante resolución de

fecha 26 de agosto de 2011 (Queja 1103-2010 Lima), la Sala Penal Transitoria de la
Cortc Suprcma de Justicia de la República determinó, por un lado, que sus

cuestionamientos resulta¡1 completamente carentes de asidero; y que, en pu dad,
pretendia utilizar el sistema p¡ocesal penal para la co¡secución de fines ajenos al

mismo (Cli. fundamento 3).

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que lc conñere la
Constitución Politica del I'eru, y la paticipación del magistmdo Espinosa-Saldaña
Banera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular dcl
magistrado Fclacro Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

Dcclamr INIPROCEI)ENTE el recurso de agravio constitucional, porquc la cucstjó¡
de Derecho contenida en el recurso carccc dc cspccial trascendencia co¡stitucional.

t/
qESPINoSA-SALDAÑA B RRE

é-r
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5. Bn coDsecuencia, el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo
prevista cn el acápi¡c b) dcl fundamento 49 de la sentencia emitida en el Lxpediente
00987-20I4-PA/TC y cn cl inciso b) dcl artjculo 1l dcl Reglamento Noünativo del
-l'ribunal Constitucional. En tal sentido, corresponde declarar, sin más t¡ámite,
improcedenle el recurso de agravio coNlilucional.

R¡]SU¡]L\¡E

Publíquese y notifiquese.

SS,

,l

/""11"-z

\



Lo,.
§dqáw

ilil ilil ililt ilt tl
EXP N.' 01572-2016-PA/TC
I-IMA
JORGL AI,I'JANI)RO RAI,I]OA VI.]RCAItA

FTJNDAMENTO DE VOTO DEI, MACIS'I'RADO }ISPINOSA-SALI)AÑA
IIARItI,IRA

Coincido con el sentido de
necesario señalar lo s¡guientc:

co/

Aqui ha qüedado plenamenle acredilado que el recurso de agravio constituoio¡1al no

encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos
invocados por la parte demandante. Siendo asi, se verifica que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del i'undamento,{9 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PA/IC y en el inciso b) del artículo ll del
Reglamenlo Normativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bicn, encuentro que ia re<Jacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carecc
de especial trascendencia constitucional, confbrmc las pautas establccidas por este

Tribunal-

3. En efecto. tal como ha desarrollado este Triblrnal Constitucional cn reilcrada
jurisprlrdencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego dc haccr
mención a las causalcs de improcedencia liminar recogidas en el fundamento.l9 de
''Vásquez Romero", corresúdnde relerirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal específlca en la cual habría incurrido el recurso planteado, asi como cumplir
con explicar cuáles son los alcanccs de la causal ulilizada.

4. Dc cstc modo, Ia exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una
causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le olorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que funda¡nentan lo resuelto cn cl caso.
Dichas cualidadcs son las que se espera que tenga una decisión to¡tada por cstc
Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una ]abor tan
relevante como lo es Ia tutela de derechos fundamenlales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

s-

lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero

Lo
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me oto¡ga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colcga magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuos¿unente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2011-PA/'lC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamenros tluc a
continuación expongo:

EL TRIBÜNAL CoNSTITUCIONAL CoMo CORTE DE REVISIóN o FALLO Y No Df,
CASACIÓN

La Constilución dc 1979 creó el Tribunal de Ga¡antías Constitucionales corn<r
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitr.¡cional
en inslancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez e¡1 nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ¿ld /roc, independiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derccl'ros firndamcntaies.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal dc Garantías
Constitucionales era un órgano dc control de la Constitución, que tenia iurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, tn vía de catuLión, de los haieu,s corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en fb¡ma deñnitiva sob¡e la causa. Es
decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constitución.

EXP, N.Ó O I572,20 I 6-PA/TC
LIMA
JORGE ALEJANDRO BALBOA
VERGARA

En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció. en sus artículos 42 aI46. que
dicho órgano, al encontra¡ una resolución denegatoria que ha violado la Iey o la ha
aplicado en fo¡ma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en Ia
tramitación y ¡esolución de la demanda, procederá a casar Ia sentencia y, luego de
scñaiar la deñcieDcia, devolverá los actuados a la Coúe Suprema de Justicia <le la
República (reenvio) para que emita nuevo fállo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionalcs
mencionados.

4. El modelo de tutela antc ame[azas y vulne¡ació¡ de de¡echos fue scriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabgr, habeas cotpus, amparo, habeas data
y acción de cunplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cua¡do la Constitución lo
califica cróneamente como "órgano de control de la Constitución,,. No obstante. en
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materia de procesos constitucionalcs dc la libeñad, la Constitución establece que el
'lribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su aficulo 202, inciso 2,
p¡esc¡ibe que corresponde al T bunal Constitucional "conocel, en última y
dert itíva ínstancirl, las lesoluciones denegatorias d¡cta¡lds ek los procesos de
habeas corpus, amp¿rrc, hdbeds data ), acción de cumplim¡ento". Esta disposiúión
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos dc quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamcntal. Una lectura divcma
contnvendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observanc¡d del debido proceso y íutela
jltisdiccional- Nínguna persona puede ser desyíada de la jurísdicción
predetermínada por la ley, ni somelida a procedímiento d¡st¡nto de los preNiamente
eslablecidos, ni juzgada por órganos jurisdíccionales de ercepcíón ni por
comis¡ofies especidles creadds al elécto cualquier.t sea su deúomíndción,t,
consagrada en el adículo 139, inciso 3.

6. Como se advicfte, a dilérencia dc lo que acontece cn otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar pot la vía del certiorurí
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órga¡o supremo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cua¡do el agraviado no haya obtenido tura
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es Ia supüesta amenaza o lesión de un derecho fundamental. se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertum de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabora. con los jueces constitucionales mediante url pormcnorizado
onalisis Lle lo que se pretendc. dc lo que.e inroca.

7. Lo constitucional es cscuchar a la parte como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
cfectivo medio dc defensa de los derechos fundamentales lrente a los podercs
públicos y privados, lo cual evidencia (]l t¡iunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad

Er, DERECHO a sER oiDo col\ro MANlrf,srACtóN D[ L^ DEMoCRATIZACTóN DE Los
PRoclsos Co:!srrrIlcroNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libeúad que brinda el Tribunal
Conslilucional, desde su creación, es respetuosa! como colrcsponde, del dcrecho de

trry4
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delénsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a scr
oido con todas las debidas ganntías al inte¡ior de cualquier p¡oceso en el cual se
determinen sus dc¡echos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente. mi alejamiento respecto a Ia emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
el¿ctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pe¡tinentes. concrctándose el principio de inmediacion que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡e la inte¡vención de las partes, cor¡esponde señalar que, en taDto que la
potcstad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
b¡inda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo quc
incluye cl derecho a se¡ oido con las debidas gara[tías.

11. Cabe añadir quc la participación direcla de las partes, e¡1 defcnsa de sus intercses,
que se concedc cn la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democntiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ía sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle aiegar lo conespondiente a su favor, lo que resultaría
excluyentc y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumenlos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima tro por ser un tribuna] de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar dc modo suficicnte las Ézoncs de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Cofle Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Esfado a trafdr al iklit)iduo en todo momento como
un yerdadero sujeb del prcceso, en el mcit um¡lio sentiJo de cste co L.epto, y ¡1o
simplemente como objeto del misfio"t. y que "pdft1 que cx¡stu Jebido proceso legol
es prcciso q e un justicioble pueda hacer taler sus derech¡¡s y de.fender sus
intere,tes en^lbrmd efecfi,a y ek condiciones de igualdatl procesal cofi o¡ros
iustíciables'2.

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.
2 Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de junio de 2002, prirrafo 146.
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17. Por lo demás, a¡¡tatís mutanclis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucio¡al en otros
lállos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02g77_
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de Ia libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación dei derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

NATUR"{LEZA PRocESAr, DEI Rf,cURSo DE AGRAvro CoNsTITUCToNAL

13. Dl modelo de "instancia de 1állo" plasmado en la Constitució¡ no puede ser
desvifuado por el Tribmal Constitucional si no es con gravc violación de sus
disposiciones. Dicho'l'ribunal es su intéryrete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un p¡oceso constitucional de Ia libcrtad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucioral (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el 'l.ibunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos "recalificar" el recurso de agravio constilucional.

15. I)e conformidad co¡ los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Co¡stitucional no "conccde" el recurso. Esta es una competelcia de la
Sala Superior deJ Poder Judicial. Al Tribr-¡nal lo que le conesponde es conocer del
Ii-AC y pronunciarsc sobre el lbndo. Por ende, no lc ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso! sino por el contrario de ,,conocer,, lo quc la paúe alega
como un agrar io que le causa indelénsión.

EXP. N." 0t 572-2016-PA|TC
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16. Por oho lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo confenido, en el meior de los casos,
rcquiere ser aclarado, justificado y concretado eI1 supuestos específicos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡lo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia cn arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifeslación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a <Jecisiones subjeriras ¡
ca¡cntes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quiencs
tendrían que adivi¡ar qué resolverá cl T br¡nal Constitucional antes de presentar su
respecliva demanda-

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libeñad sean de
una naturalcza procesal distinta a la de los procesos ordina os no constinrye un
motivo pa¡a que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en scde constitucional rcpresenta la
últirua posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a távor de que cn el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo qüe garantiza que el Tribunal Constilucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas a1éctadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho dc uno es, al mismo
tiempo, üna defensa total de la Constitución, pues si toda gara¡tia constitucional
cntraña ei accoso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delénde¡ su derecho
está defeidiendo cl de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin 1a protección judicial auténtica,'.
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